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AUTO INTERLOCUTORIO NUMERO: CIENTO TRECE
Río Cuarto, veintidós de mayo de dos mil trece.

Y VISTOS:

Los autos caratulados “BERTEA, ALBERTO OSCAR C/ GAITAN, ÁNGEL – EJECUTIVO” (Expte. Nro. 388156, 19/10/11), venidos a esta Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de Río Cuarto, a los fines de resolver el recurso de apelación deducido por el ejecutante, en contra del Auto Interlocutorio Número Doscientos cuarenta y siete, de fecha ocho de agosto de dos mil once, dictado por la Sra. Juez titular del Juzgado de Primera Instancia y Quinta Nominación en lo Civil y Comercial de esta Ciudad, Dra. Rita Fraire de Barbero, en cuanto dispone: “1) Hacer lugar al levantamiento de embargo de jubilaciones solicitado por el demandado, debiendo ordenarse su inmediata cancelación y libramiento del oficio respectivo. 2) Costas a la parte actora. 3) No hacer lugar al pedido de aplicación de sanciones en los términos del art. 83 del CPCC. 4) Regular los honorarios de la Dra. M. A. T. en la suma de Pesos Cuatrocientos sesenta y seis ($ 466).- Los que devengarán un interés equivalente a la tasa pasiva que fije el BCRA con más el dos por ciento mensual no acumulativo desde la fecha de la presente resolución y hasta su efectivo pago”.
Y CONSIDERANDO:

1. El recurso.

1.1.1. Levanta queja el apelante, según los términos del escrito respectivo (fs. 178/179), sosteniendo que la resolución apelada no ha considerado elementos probatorios incorporados a la causa que estima debieron ser valorados y así dice que en el beneficio obtenido en los autos “Gaitán, Ángel c/ Sucesores de Eduardo Leyria - D. Ordinaria” (Expte. 806124), se ha “omitido darle participación a la parte accionada, conforme lo dispuesto por el art. 101 C. de P.C. esto significa Excma. Cámara que jamás el Tribunal me notificó la existencia de dicha causa, pero lo más grave también es que tampoco le dio participación a la Caja de Abogados y Procuradores de Cba., ni a la Dirección General de Administración del Poder judicial, ninguno de los cuales pudo ejercer el art 105 del CPCC”, calificando a raíz de lo que llama “falencias” de “sospechoso el Beneficio de Litigar sin gastos”, aludiendo a que esa dispensa de notificar “es confrontativo con los intereses de la contraparte y de la comunidad en general”, aludiendo luego a la valoración que debió hacerse para la procedencia del beneficio y la cuantía del monto reclamado.
1.1.2. Respecto del proceso llegado a esta instancia, refiere a que el ejecutado “no excepcionó” y que se realizaron embargos y secuestro de bienes y ahora se deniega la posibilidad de cobro del dinero depositado a embargo en el Banco de Córdoba (fs. 105, 139/156), que el mismo tribunal ordenó como cautelar, cual fue dispuesto en la proporción que fija la ley nacional 9511, surgiendo, dice, el mejoramiento de fortuna de Gaitan que se evidencia en los depósitos dinerarios existentes en el banco oficial.

1.1.3. Dice que el tribunal “debe… analizar la cuestión planteada dentro del contexto único, dentro de lo que fue la causa principal, lo que ocurrió en el expediente del Beneficio de Litigar sin Gastos y por último lo que ha ocurrido en la Ejecución Especial” y concluye solicitando que se revoque el fallo, con costas en caso de oposición.

1.2. A fs. 182/184 obra el responde del ejecutado, quien resiste a la pretensión revocatoria de su contraria, por las razones que expresa y a las que cabe remitir.
1.3. Dictado y firme el llamamiento de autos (fs. 185) y remitido el beneficio de litigar sin gastos requerido por la condigna medida para mejor proveer oportunamente dictada (fs. 194), ha quedado la incidencia en condiciones de ser resuelta.

1.4.1. No sin antes señalar, pues la situación lo impone, que el diligenciamiento de la mentada medida no ha recibido del tribunal a quo la atención y comedimiento que demandaba (el tenor del pronunciamiento pondrá en evidencia la importancia que para esta Alzada revestía disponer de ese expediente), pues sucede que en la respuesta al primer requerimiento remitido (decreto de fs. 194 y contestación de fs. 200), demandó de la insistencia de la Cámara que debió requerir nuevamente para que se produzca la “prolija y exhaustiva búsqueda” que luego se habría concretado y que concluyera en la localización del expediente (ver decreto de fs. 215).
1.4.2. En este rumbo quizá no resulte posible dejar de advertir que originariamente se informó que el expediente no pudo ser hallado y a estarnos por lo luego acontecido, esa respuesta se mostró, para decir lo menos, apresurada ya que ante la insistencia del Superior sucedió que la causa fue localizada en la propia “sede del tribunal” (informe de fs. 215), extremo que, entendemos, debió acontecer en la primera oportunidad.

1.4.3. Igualmente debe señalarse, que muy probablemente de haberse cumplido con lo que dispone el art. 63, CPCC, en cuanto exige la intervención del titular del tribunal (ver actuaciones de fs. 200 y fs. 207), como sucediera con el segundo (fs. 215 -más allá que la remisión debió ser también puesta a consideración de la Juez y remitirse con su firma), muy probablemente hubiera significado que la “prolija y exhaustiva búsqueda” que condujo a localizar la causa “en la sede del Tribunal”, se hubiera realizado en aquella primera oportunidad, que era el momento de realizarla y que hubiera evitado no solo toda la actuación posterior, sino también la imagen que supone a un tribunal teniendo que insistir frente a otro para que, nada más, se busque un expediente que se encontraba en el lugar.
2. Lo actuado en el beneficio de litigar sin gastos.

2.1. Dado el tenor de los agravios levantados, donde se denuncia la irregular tramitación del proceso que nos ocupa y en función de la naturaleza de la cuestión llegada a resolución, se impone principiar el tratamiento del tema por analizar esas actuaciones (de allí la insistencia en la búsqueda a que este tribunal debió recurrir ante el a quo) y de allí se desprende:

a. Iniciado el pedido de beneficio (fs. 1 -agosto de 2003-), el mismo recibe trámite (fs. 2) citando a los sujetos que, a tenor de la normativa entonces vigente, debían ser convocados.

b. Ese proveído, para lo que aquí interesa, es notificado a los propios demandados en los autos principales (Sucesores de Eduardo Leyria), según la cédula agregada a fs. 5, a la Caja de Abogados (fs. 6), a la Procuración de Tesoro (fs. 7).
c. Se produce el comparendo del apoderado de la Caja de Abogados (fs. 8/9) y del representante de la Provincia (fs. 16/17).

d. A fs. 41/43 obra el comparendo del Director General de Administración del Poder Judicial de la Provincia (en virtud de lo dispuesto por el tribunal a fs. 29vta., adecuando el trámite a la normativa a partir de ese momento vigente) y a fs. 45 el apoderado de la Caja de Abogados constituye nuevo domicilio.

e. A fs. 48 el Sr. Fiscal de Instrucción se expide por el otorgamiento del beneficio (postura reiterada a fs. 63), obrando informe del mencionado representante de la Dirección de Administración del Poder Judicial a fs. 49/50, haciendo lo propio el representante de la Caja profesional (fs. 69/70)
f. También cabe señalar que obran en la causa una serie de cédulas de notificación cursadas a los demandados en el proceso principal, dirigidas al domicilio del aquí ejecutante (ver el indicado en esos instrumentos y el constituido aquí a fs. 12) y así tenemos: fs. 27 (decreto que confiere traslado del art. 105, CPCC); fs. 37 (decreto de fs. 29vta., ya referenciado); fs. 65 (decreto de autos); fs. 70 (traslado art. 325,inc. 4, CPCC); fs. 76 (paso de los autos para resolver); fs. 85 (resolución que otorga el beneficio solicitado).
2.2. De frente a esta referencia, ciertamente no se comprende -y causa estupor- que el apelante afirme al fundar su recurso que se ha omitido darle participación a la accionada y además, calificando de “más grave también es que tampoco (sic) le dio participación a la Caja de Abogados y Procuradores de Cba., ni a la Dirección General de Administración del Poder Judicial, ninguno de los cuales pudo ejercer el art. 105 del CPCC”, cuando obra en esos autos y ha sido reseñado (punto e) que ambas partes no solo fueron notificadas, sino que, además, ejercieron ese derecho con las presentaciones respectivas.
2.3. La queja, no solo luce despojada de asidero fáctico, sino que, además y por ello mismo, se muestra absolutamente ineficaz para ser base del cuestionamiento pretendido, no advirtiéndose en la mentada tramitación falencias que la invaliden, las que, por lo demás y de así haber sido considerada por el ahora apelante, no han sido planteadas en tiempo propio ni por la vía eventualmente idónea (arts. 76 y 78, CPCC).
3. La acción incoada. Lo actuado.
3.1. En autos promueve ejecución (fs. 11/vta.) el Dr. Alberto Bertea, reclamando el pago de honorarios devengados a su favor, en contra del Sr. Ángel Gaitán, generados en la demanda que éste promoviera a quienes fueran los asistidos del profesional mencionado y en los que resultara condenado en costas.

3.2. Según se ha visto el mencionado Gaitán goza de beneficio de litigar sin gastos y no obstante ello, se ha llevado adelante ejecución, embargando y secuestrando bienes muebles (oficios de fs. 28/31 y fs. 83/84), sin que se haya invocado mejoramiento de fortuna alguno y concomitantemente con ello se solicitó (fs. 60) y obtuvo (fs. 61) embargo sobre los haberes jubilatorios del deudor (oficio de fs. 62/63 y respuesta de fs. 73), que motivara, incluso la percepción de fondos por parte del acreedor (ordenes de pago libradas según actuaciones de fs. 75/77; 78/80 y 87/89, habiéndose luego suspendido esos pagos (fs. 105/106 y decreto de fs 110), todo lo cual motiva el pedido de levantamiento de embargo fs. 81 y que resuelto por la juez a quo (interlocutorio apelado de fs. 163/165), motivara la intervención de esta Alzada.

4. La postura de la Sra. Juez a quo.

La resolución cuya parte dispositiva se ha trascripto, se basa en que el ejecutado dispone de un beneficio de litigar sin gastos y que no se ha acreditado un mejoramiento de fortuna de su parte, por lo que se mantiene el efecto de aquel.

5. La posición que este Tribunal tiene fijada sobre el tema.

5.1. En lo atinente a la procedencia de la ejecución que se ha llevado adelante (aspecto en el que hace hincapié el apelante), este tribunal antes de ahora ha tenido oportunidad de expedirse en aspectos que hacen al interés de la presente (in re: “Fernández, Daniel Alejandro y Vivas de Sassi, María Angélica c/ Natalia Giannini - Ej. Especial”, Sent. 76 del 04.09.07; Avendaño, César Ignacio c/ Omar Ignacio López - Ej. Especial, A.I. 272 del 19.10.09) y así se ha señalado que cabe determinar la incidencia que la disposición del art. 140, CPCC muestra en orden a la pretensión ejecutoria concretada por el letrado que cuenta con resoluciones firmes y consentidas que establece en su favor honorarios a cargo del beneficiario (en este caso el aquí demandado -vé copias de fs. 1/6 y fs. 7/10-, condenado en costas en la causa principal, en ambas instancias).

5.2. El plexo normativo que dirime la cuestión se centra en lo dispuesto por el mentado art. 140, CPCC en cuanto establece la exención de pago a favor del beneficiario de litigar sin gastos, hasta que mejore de fortuna o que perciba valores en el proceso de marras (supuesto este último que no cabe analizar por ajeno, en función de las resultas del proceso principal, donde el actor no resultó acreedor de suma alguna, al ser rechazada su demanda).

5.3. En este contexto podríamos decir (así lo hicimos en los precedentes citados), que estamos ante una obligación sujeta a condición suspensiva (en este caso, por el resultado del proceso queda limitada a la mejora de fortuna -art. 620, CC-) y, por tanto, susceptible de ser objeto de “actos conservatorios necesarios y permitidos por la ley para garantía de sus intereses y de sus derechos” (art. 546, CC), de allí que se ha dicho que no es posible ejercer acto alguno que comporte una medida de ejecución (Salvat: “Tratado de Derecho Civil Argentino – Obligaciones en General”, T. III, TEA, 1956, actualizado por Enrique Galli, pág. 581, nro. 699; Borda: “Tratado de Derecho Civil – Parte General”, Perrot, 10ma. edición actualizada, T. II, pág. 274), aspecto que también se encuentra reglado por el art. 467, CPCC.

5.4. Si bien se ha dicho que una obligación sujeta a condición suspensiva es aquella en la que se posterga en el tiempo su misma existencia (conf. Moisset de Espanés: “Curso de Obligaciones”, Advocatus, T. I, pág. 107), empero, la obligación sometida a condición suspensiva reconoce una existencia jurídica que permite la producción de ciertos efectos desde que se trata de un derecho “provisional” sometido a que la condición se cumpla o no (conf. Rezzónico: “Estudio de las obligaciones”, Depalma, Vol. 1, pág. 518), desde que la obligación solo queda perfeccionada al cumplirse la condición (conf. Trigo Represas - López Mesa: Actualización, de Salas - Trigo Represas: “Código Civil y Leyes complementarias anotados”, Depalma, T. 4-A, pág. 255, nro. 1, art. 546) y por tanto, puede ser objeto de aquellos actos, entre los cuales se encuentra, aunque con un criterio riguroso en su otorgamiento (conf. “Código Civil y Leyes Complementarias Comentado, Anotado y Concordado”, Director Belluscio, Coordinador Zannoni, Astrea; sobre el tema: Mayo, T. 2, pág. 794), el embargo, por lo que el asunto debe verse, desde el punto de vista que suministra el ordenamiento procesal en cuanto autoriza a solicitar medidas cautelares anteriores a la propia interposición de la demanda (art. 465, CPCC), empero, también atendiendo a las particularidades que el caso presenta.
5.5. En este contexto y sin perjuicio de las limitaciones a las que la presente ejecución se encuentra sometida (arts. 107 y 140, CPCC -conf. Vénica: “Cód. Proc. Civil y Comer. de la Prov. de Cba.”, Lerner, Ts. I y II, págs. 326, 92, respectivamente) y el juicio de valor que ello pudiera merecernos (conf. Ferreyra de de la Rúa y González de la Vega de Opl: “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba – Comentado y Concordado con los Códigos de la Nación y Provinciales”, La Ley, T.I, pág. 174), no se advierte el hecho de haber admitido la posibilidad del inicio de la ejecución si con ello no se hace más que ejercer la posibilidad de accionar (sin perjuicio de lo que se evaluará respecto de la cautela sobre los fondos a percibir por el beneficiario, en la proporción de ley, pues el asunto, adelantamos, merece otra mirada).

5.6. Dicho en otras palabras, la obligación de pagar las costas que le fueran impuestas a quien goza de un beneficio de litigar sin gastos, se encuentra sujeta al cumplimiento de la llamada condición de mejor fortuna o a la percepción de lo que le es debido en función de la sentencia dictada.

5.7. A su vez, tanto la norma civil (art. 546), cuanto la procesal (art. 467) permiten que el acreedor de una obligación condicional, reunidos ciertos recaudos que no es del caso analizar aquí, pueda llevar adelante actos conservatorios y si entre ellos se encuentra, según se ha visto (párr. 4.4.), la posibilidad de trabar embargo, es indudable que éste puede ser admitido antes, junto, o posteriormente, al momento de la interposición de la demanda (en este caso, ejecución especial -de sentencia- y solicitado a lo largo del proceso de ejecución) que, en función de las normas procesales citadas, habrá de posibilitar su vigencia.

6. La solución del caso.
6.1. Del contexto normativo y conceptual precedente se advierte que la iniciación de la ejecución de sentencia e, incluso, el pedido y obtención de medidas cautelares, sobre bienes del deudor, y sobre fondos jubilatorios, no impiden que, frente al planteo efectuado, analizar si la concreta pretensión que ahora se esgrime de cancelar el embargo sobre fondos líquidos como es trabado sobre el haber jubilatorio del deudor, por lo que cabe evaluar si se ha cumplido la condición a que se encuentra sometida la obligación que recae en cabeza del ejecutado.

6.2. Ingresando derechamente a la cuestión, pues el asunto no admite -ni demanda- de más ambages aquí se advierte que Gaitan demostró una determinada situación económica al momento de obtener el beneficio, oportunidad en la que se acreditó que revestía como empleado policial (ver fs. 36/35 del beneficio) y en la actualidad, sin que se haya demostrado la incorporación de bienes a su patrimonio, ni el incremento de sus ingresos, se pide -y obtiene- embargo sobre sus haberes jubilatorios (en el ínterin el deudor ha pasado a condición pasiva) y en tal rumbo lo que corresponde es analizar si esa circunstancia supone un mejoramiento de fortuna.
6.3. El sistema jubilatorio provincial garantiza a sus beneficiarios la percepción de un haber por ese concepto equivalente al 82% “del promedio de las últimas cuarenta y ocho (48) remuneraciones mensuales sujetas a aportes” (art. 46, ley 8204, TO Decreto 40/2009, según ley 9504 y arts. 57 y 104 inc. 19, Const. Prov.), a lo que se agrega que, en la actualidad, los aumentos otorgados al personal son trasladados a los jubilados a los 180 días (ref. art. 51, ley cit., por ley 10.078) con lo cual, el solo hecho de que reciba una jubilación, quien antes percibía un sueldo, lejos de suponer un mejoramiento de su situación patrimonial, más bien parece evidenciar lo contrario pues, el agente percibe ahora ingresos inferiores a los que recibía antes del otorgamiento de la jubilación, haciendo abstracción a estos fines de los valores nominales de uno y otro momento (recibos de fs. 30/35 del beneficio y fs. 139/156 de estos autos), pues aquellos y estos se encuentran modificados por circunstancias exógenas (el proceso inflacionario que afecta a la economía nacional, seguramente ha contribuido a que los ingresos nominales sean hoy mayores a los de aquel momento), sin que se haya invocado y mucho menos acreditado, un mejoramiento de la situación económica del deudor, resultando un despropósito afirmar, como lo hace el apelante, que la existencia de fondos depositados evidencia capacidad económica, cuando estos tienen su origen, precisamente, en el embargo de haberes que se cuestiona y que en absoluto, por si mismo, suponen un mejoramiento, desde que la obtención del beneficio no supone indigencia.
6.4. En consecuencia, la resolución que dispone el levantamiento del embargo trabado, ordenando su inmediata cancelación y libramiento de oficio respectivo, debe confirmarse ante la ausencia de elemento alguno que conduzca a concluir que la condición a que se encuentra sometida la obligación del deudor -mejoramiento de fortuna- se haya cumplido, toda vez que la facultad que se reconoce al acreedor condicional a cautelar su crédito, encuentra límite en el momento en que esa cautelar supone, como en este caso, la efectiva percepción -total o parcial- del crédito en cuestión, disminuyendo, en el supuestos en que nos encontramos, los ingresos del deudor, situación que solo podrá concretarse cuando se acredite, de ser ese el caso, el cumplimiento de la mentada condición.
6.5. Desde que en autos, según se ha visto, no existe demostración alguna de que el deudor haya mejorado de fortuna, antes bien lo contrario, la cautelar sobre haberes jubilatorios, en cuanto supone ejecutar una acreencia que no muestra cumplida la condición a que se encuentra sometida, debe quedar sin efecto, conforme lo dispone la resolución cuestionada.
6.7. Por lo dicho también cabe dejar sentado, en la necesidad de ser coherentes, que, en la opinión del tribunal, dado que no se ha acreditado que se haya cumplido la condición de mejoramiento de fortuna del deudor, según se ha visto, los embargos que pudieran obtenerse, incluso sobre bienes del deudor, no debieron ser susceptibles de concreción, esto es la realización de los mismos, dado que, el derecho a la cautelar no supone la posibilidad de avanzar más allá, salvo que se haya cumplido la condición aludida.

7. Costas.

7.1. Atento el tenor del pronunciamiento dictado, en función de los agravios levantados, nada se observa que permita otorgar al caso otra solución que no sea la que surge el principio rector que manda imponerlas al perdidoso.
7.2. Los honorarios profesionales de la Dra. M. A. T. se determinan, provisoriamente, en el equivalente a 8 jus, (cuyo valor a la fecha de este pronunciamiento asciende a $ 177 -http://www.justiciacordoba.gov.ar-), en virtud de lo dispuesto por el art. 40, ley 9459, en cuanto fija en esa cantidad la regulación mínima para los recursos ordinarios en segunda instancia, difiriendo la fundamentación que determina el art. 29 del citado ordenamiento arancelario para cuando se efectúe la regulación definitiva en función de la base regulatoria que se establezca, por no corresponder hacerlo cuando se trata, como aquí, de honorarios mínimos fijados legalmente.

7.3. Se omite la regulación de los honorarios del Dr. Alberto Oscar Bertea, en razón de no ser beneficiario de costas y litigar en causa propia (art. 20, ord. citado).
Por lo expuesto y los propios fundamentos del interlocutorio apelado,
SE RESUELVE:
I. Rechazar el recurso de apelación interpuesto, confirmando la resolución recurrida en todo cuanto decide y ha sido materia de agravio.

II. Con costas al apelante. Regular provisoriamente los honorarios profesionales de la Dra. M. A. T. en la suma de Pesos Un mil cuatrocientos dieciséis ($ 1.416,00).

Protocolícese, hágase saber y bajen.

